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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Accionante: 

JOHNY ALEJANDRO GIRALDO MARTÍNEZ
Accionado:

COLPENSIONES.
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas: 


SEGURIDAD SOCIAL / TRASLADO DE RÉGIMEN / PENSIÓN DE INVALIDEZ / FECHA DE ESTRUCTURACIÓN / IMPROCEDENTE / CONFIRMA - Acudió el señor JAGM al juez constitucional con el fin de que le fueran amparados sus derechos fundamentales de petición, debido proceso, la igualdad, la seguridad social, al mínimo vital y al principio de la dignidad humana, los que consideró vulnerados por COLPENSIONES por cuanto esta entidad le negó el reconocimiento de la pensión de invalidez, pese a que cumple con los requisitos para acceder a la misma.  (…)
(…)
En el caso sub examine, el impugnante insiste que el señor JAGM es un sujeto de especial protección constitucional, no solo por su situación de invalidez, sino por su precaria situación económica. Sin embargo, esta Sala no encuentra dentro de la foliatura elementos materiales probatorios que permitan comprobar la afectación al mínimo vital y a la economía familiar del accionante y así proceder aplicar el principio de subsidiariedad del amparo constitucional como para que se obvie el proceso ordinario laboral que debe surtirse en estos casos,  toda vez que el apoderado del actor más allá de una simple manifestación de las circunstancias de su representado, no aportó, ni siquiera de manera sumaria el riesgo inminente o perjuicio irremediable de sus derechos fundamentales.  Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008…
(…)
Así las cosas, lo pretendido por el actor tiene carácter litigioso y prestacional, lo que hace improcedente  la acción de tutela por la existencia de otros mecanismos para los cuales el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria laboral donde se tiene la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto.  Por lo tanto, la Sala observa que el juez de tutela no es el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales invocados por el accionante, quien no ha acudido a la jurisdicción antes referida, pues de ello no quedó constancia en el expediente.  Por lo tanto, a la tutela se debe acudir como último recurso a no ser que se instaure de manera transitoria con el fin de evitar que se configure un perjuicio irremediable, situación que tampoco quedó evidenciada en este trámite, tal como se concluyó en el numeral anterior de este proveído.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diez (10) de abril de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0306
Hora: 2:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el abogado César Augusto Agudelo Salazar, apoderado judicial del señor Jhony Alejandro Giraldo Martínez frente al fallo emitido el 21 de febrero de 2018 por el Juzgado 4º Penal del Circuito de esta capital, dentro de la acción de tutela presentada por el mismo en contra de Colpensiones. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. El apoderado del actor refiere que el señor Jhony Alejandro Giraldo Martínez padece severos problemas de salud consistentes en amputación de miembro inferior derecho y trastorno depresivo recurrente.
Indicó que el señor Giraldo Martínez venía cotizando al régimen de ahorro individual en pensión directamente a la AFP Protección S.A., pero el 1º de febrero de 2017 decidió trasladarse al régimen de prima media de la Administradora Colombiana de Pensiones-Colpensiones.
Señaló que el 28 de junio de 2018 el Departamento de Medicina Laboral de Colpensiones calificó al señor Giraldo Martínez su pérdida de capacidad laboral, otorgándole un 52%, con fecha de estructuración del 5 de diciembre de 2016 y enfermedad de origen común, por lo que solicitó ante Colpensiones el reconocimiento de pensión de invalidez, entidad que negó tal petición mediante la Resolución SUB289599 del 14 de diciembre de 2017 con el argumento de que para la fecha de estructuración, el actor se encontraba afiliado a un fondo de ahorro individual, por tanto debía ser ese fondo el que asumiera el derecho prestacional reclamado. Dicha decisión fue apelada y confirmada por Colpensiones a través de la Resolución DIR 1050 del 17 de enero de 2018. 

Por lo anterior, consideró que la actuación de la accionada vulnera los derechos fundamentales a la seguridad social, mínimo vital, dignidad humana e igualdad del señor Giraldo Martínez porque la jurisprudencia Constitucional ha reiterado que la entidad encargada de asumir la pensión de invalidez, en los casos en que haya existido traslado de régimen pensional y la fecha de estructuración sea anterior al mismo, es en la cual se haya realizado el proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral. Transcribe apartes de las sentencias T-801 de 2011 y T-043 de 2014, respecto de la procedencia excepcional de la acción de tutela frente a este tipo de solicitudes. 
Afirmó que su representado reúne los requisitos estipulados en el artículo 1º  de la ley 860 de 2003 para tener acceso a la pensión de invalidez, porque cuenta con 52% de pérdida de capacidad laboral y en el periodo comprendido entre el 05 de diciembre de 2013 y el 05 de diciembre de 2016 acredita 53.71 semanas cotizadas. De tal manera, que es procedente la acción de tutela ante el estado de invalidez del señor Jhonny Alejandro Giraldo Martínez, sumado a su precaria situación económica y familiar. 
Por lo anterior, solicitó: i) tutelar los derechos fundamentales a la seguridad social, mínimo vital, dignidad humana e igualdad del señor Giraldo Martínez, ii) ordenar a Colpensiones que proceda a expedir la resolución de reconociendo la pensión de invalidez a favor del accionante a partir de la fecha de estructuración de la invalidez, iii) ordenar a Colpensiones que incluya en nómina de pensiones al actor con el fin de remediar el perjuicio ocasionado y iv) ordenar a Colpensiones que cumpla el fallo de tutela en los términos del artículo 27 del Decreto 2591 de 1991. 
2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela, visibles a folios 13 al 33. 
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍA PROTECCIÓN S.A. 
La representante judicial hizo referencia a los hechos expuestos por el accionante para concluir que al estar el accionante actualmente afiliado a Colpensiones y aun cuando la fecha de la estructuración de invalidez se haya determinado en vigencia de un afiliación anterior, no conlleva necesariamente a Colpensiones que niegue el reconocimiento y pago de dicha pensión, toda vez que este tema ya ha sido  decantado y definido por la Corte Constitucional en la Sentencias T-801, T-699 de 2007, T-710 de 2009 y T-522 de 2017, de las cuales extrajo algunos apartes.

Por lo tanto, consideró que es Colpensiones es la entidad encargada de resolver de fondo la solicitud pensional del señor Jhonny Alejandro Giraldo Martínez, de reconocer y pagar la prestación económica por invalidez a la que haya lugar.   Por lo tanto, solicitó vincular a Colpensiones al presente trámite. 
Así mismo, adujo que el reconocimiento pensional pretendido por el actor debe ser solicitado en ejercicio de los medios ordinarios previstos por la ley para ello.

Mencionó que Colpensiones no ha notificado a ese fondo el dictamen emitido al accionante, por lo que solicitó que se ordene a dicha entidad que remita el mismo con el  fin de pronunciarse al respecto. Igualmente, consideró que el actor no interpuso recurso alguno en contra de la resolución con número de radicado 2017_12145594 del 14 de diciembre de 2017.

Solicitó desvincular de la presente acción al Fondo de Protección Pensiones y Cesantías  (Fls. 36-40)
3.2. ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES

El Director de Acciones Constitucionales informó que las solicitudes elevadas por el actor cuentan con respuesta, entre ellas las de la pensión de invalidez, la cual fue negada mediante acto administrativo con fundamento en las normas legales y jurisprudenciales, sin que a la fecha no exista algún recurso pendiente por resolver.  En tal virtud, consideró que en este caso específico no se agotaron los mecanismos administrativos dispuestos para dirimir las pretensiones del actor, toda vez que la procedencia está supeditada a la inexistencia de otros medios judiciales ordinarios que sean idóneos y eficaces para la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados.  Además, el actor demostró una amenaza de un eventual perjuicio irremediable. Por tal razón, solicitó declarar improcedente la acción de tutela (Fls. 43-48).

Adjuntó copia de las resoluciones expedidas para resolver las inquietudes del accionante (Fls. 49-60).

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 27 de febrero de 2018 el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, resolvió declarar improcedente el amparo constitucional de derechos fundamentales al mínimo vital, seguridad social, igualdad y dignidad humana, reclamados a favor del señor Jhonny Alejandro Giraldo Martínez, toda vez que consideró que en este asunto existe otro medio de defensa judicial para solicitar la pensión de invalidez, máxime que el actor no había probado vulneración al mínimo vital, ni acreditó estar frente a u n perjuicio irremediable (Fls. 61-64).
El accionante fue notificado del anterior fallo al correo electrónico de su apoderado judicial cesaragudelo8794@hotmail.com el 27 de febrero de 2018 (Fl. 65 frente y vuelto).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación, el 2 de marzo de 2018 el apoderado del accionante presentó un escrito mediante el cual expuso su inconformidad con la decisión tomada por el a quo con relación a que la acción de tutela no procede, por cuanto no tuvo en cuenta el delicado cuadro patológico que padece su prohijado, a quien se le otorgó un porcentaje de pérdida de capacidad laboral del 52%, de lo cual se concluye que hace parte de un grupo especial de las personas inválidas que merecen un trato constitucional preferente, además de precaria situación económica y familiar, lo cual conlleva a que se le deba reconocer con mayor prontitud la pensión reclamada.
Indicó que el fallo desconoce la jurisprudencia Constitucional, la cual dispone que la entidad encargada de asumir la pensión de invalidez es en la cual el afiliado haya realizado su proceso de calificación de PCL, más cuando su el actor reúne todos los requisitos necesarios para acceder a la pensión de invalidez.
Por lo tanto, solicitó que se revoque la decisión y se ordene a Colpensiones que reconozca la pensión de invalidez al señor Jhonny Alejandro Giraldo Martínez a partir de la fecha de estructuración (Fls. 66 y 67).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.
6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable.”

6.5.1. Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiaridad de la acción de tutela, se ha sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción constitucional. Así mismo, la Corte Constitucional en Sentencia T-177 de 2011 señaló: “La naturaleza de la tutela como mecanismo subsidiario exige que se adelanten las acciones judiciales o administrativas alternativas y que por lo tanto, no se pretenda instituir a la acción de tutela como el medio principal e idóneo para la reclamación de prestaciones sociales”.

6.6. Ahora bien, la jurisprudencia ha señalado que el juez constitucional debe ser flexible en cuanto a determinar el carácter de subsidiario y excepcional de la acción constitucional para el reconocimiento de pensión por este mecanismo,  tal como lo expresó la Corte Constitucional en Sentencia T-080 de 2008, así:

“(…), el juicio de procedibilidad de la acción de tutela no puede ser igual en todos los casos, pues este debe ser flexible cuando se trata de personas que se encuentran en estado de debilidad manifiesta y demandan una protección constitucional especial como son, los ancianos, los niños, las mujeres embarazadas, las madres o padres cabeza de familia o las personas que padecen algún tipo de discapacidad física o mental, eventos en los cuales la procedencia de la acción se hace menos estricta
.

En consecuencia, esta Sala llama la atención a los jueces de instancia de las acciones de tutela de la referencia, por cuanto quienes invocan el amparo de sus derechos fundamentales son personas que se encuentran en un estado de debilidad manifiesta por edad, pues son adultos mayores y por la enfermedad que padecen, la cual ya ha sido calificada y se ha determinado que efectivamente padecen una discapacidad, por lo que son sujetos de especial protección constitucional que merecen un trato preferencial por parte del Estado y, por tanto, el análisis de la procedencia de la acción es mucho más flexible. Lo anterior sin tener en cuenta que, como resultado de su estado de salud y de edad, se encuentran en una situación económica precaria al estar imposibilitados para trabajar y proveerse de los medios necesarios para su subsistencia y la de su familia. (…)”  (Subrayas propias)
6.7. DEL CASO EN CONCRETO

6.7.1. Acudió el señor Jhony Alejandro Giraldo Martínez al juez constitucional con el fin de que le fueran amparados sus derechos fundamentales de petición, debido proceso, la igualdad, la seguridad social, al mínimo vital y al principio de la dignidad humana, los que consideró vulnerados por COLPENSIONES por cuanto esta entidad le negó el reconocimiento de la pensión de invalidez, pese a que cumple con los requisitos para acceder a la misma.  

6.7.2. Dentro de las pruebas allegadas a la demanda de tutela, se observa que el 28 de junio de 2017 el médico laboral de Colpensiones  le otorgó al señor Giraldo Martínez un 52% de PCL, con fecha de estructuración del 5 de diciembre de 2016 y origen común de la enfermedad (Fls. 15 y 16); sin embargo, Colpensiones no reconoció al accionante el pago de la pensión de invalidez con fundamento en que la entidad competente para resolver tal prestación es la AFP PROTECCIÓN por cuanto ese era el fondo al cual se encontraba afiliado para la fecha de estructuración de la PCL, según se desprende de la Resolución SUB289599 del 14 de diciembre de 2017 (Fls. 22 y 23), acto administrativo que fue apelado por el apoderado del actor y confirmado por Colpensiones mediante la Resolución DIR 1050 del 17 de enero de 2018 (Fls. 31-33).

6.7.3. Es pertinente aclarar que si bien en la sentencia referida por el profesional del derecho que representa los intereses del tutelante -T-143/13- y en muchos otros pronunciamientos el órgano de cierre de la jurisdicción constitucional ha dispuesto que para efectos de la estructuración de la invalidez en aquellos hacia la aplicación de condiciones más benéficas para los aportantes al Sistema de Seguridad Social en Salud en materia pensional, particularmente en lo atinente a la pensión de invalidez, en el sentido que puede aplicarse cualquier normativa anterior a la que se encuentra vigente en el momento que se causa el derecho, pero ocurre que dicha situación tampoco se presenta en el asunto sometido a estudio. 

En el caso sub examine, el impugnante insiste que el señor Giraldo Martínez es un sujeto de especial protección constitucional, no solo por su situación de invalidez, sino por su precaria situación económica. Sin embargo, esta Sala no encuentra dentro de la foliatura elementos materiales probatorios que permitan comprobar la afectación al mínimo vital y a la economía familiar del accionante y así proceder aplicar el principio de subsidiariedad del amparo constitucional como para que se obvie el proceso ordinario laboral que debe surtirse en estos casos,  toda vez que el apoderado del actor más allá de una simple manifestación de las circunstancias de su representado, no aportó, ni siquiera de manera sumaria el riesgo inminente o perjuicio irremediable de sus derechos fundamentales.  Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008 expresó: 
“(…) 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]” (Subrayas nuestras).
6.7.4.  Así las cosas, lo pretendido por el actor tiene carácter litigioso y prestacional, lo que hace improcedente  la acción de tutela por la existencia de otros mecanismos para los cuales el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria laboral donde se tiene la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto.  Por lo tanto, la Sala observa que el juez de tutela no es el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales invocados por el accionante, quien no ha acudido a la jurisdicción antes referida, pues de ello no quedó constancia en el expediente.  Por lo tanto, a la tutela se debe acudir como último recurso a no ser que se instaure de manera transitoria con el fin de evitar que se configure un perjuicio irremediable, situación que tampoco quedó evidenciada en este trámite, tal como se concluyó en el numeral anterior de este proveído. Frente al tema del daño irreparable como condición para que se amparen los derechos fundamentales, la Corte Constitucional señaló lo siguiente: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

6.7.5. Por lo discurrido y con fundamento en lo dispuesto en el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 y en la jurisprudencia Constitucional a la que se hizo mención en esta providencia, esta Colegiatura concluye, tal como lo hizo la A quo, que no procede la acción de tutela por la existencia de mecanismos judiciales óptimos para debatir un litigio de índole laboral y pensional, donde el accionante pueda allegar las pruebas que considere pertinentes y sea en dicho escenario en donde se le protejan sus derechos.

En esos términos, se confirmará la sentencia de primer grado. 
DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión emitida el 27 de febrero de 2018 por el Juez 4º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda dentro de la tutela instaurada por el apoderado del señor Jhonny Alejandro Giraldo Martínez en contra de Colpensiones y Protección Pensiones y Cesantías S.A. 
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio m                                                                                                                                                     ás expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Corte Constitucional, sentencia T-080 del 31 de enero de 2008, MP. Rodrigo Escobar Gil.


� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
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